
JUZGADO TREINTA Y NUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 

CORREO ELECTRÓNICO: jlato39@cendoj.ramajudicial.gov.co  

NOTIFICACIÓN PERSONAL LEY 2213 DE 2022 

 

Bogotá, D.C., 31 de enero de 2024.  

 

SEÑORES:  
COLFONDOS S.A.    

Representante legal o quien haga sus veces.  

Correo: procesosjudiciales@colfondos.com.co 

E.S.M. 

 

REFERENCIA: PROCESO No. 2023-00401-00 

CLASE DE PROCESO: PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  

DEMANDANTE: MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA 

          DEMANDADOS: AFP COLFONDOS  Y OTROS-.   

 

NOTIFICACIÓN PERSONAL DEL AUTO ADMISORIO LEY 2213 DE 2022 

 

Mediante el presente, se le notifica el auto admisorio de la demanda proferido el día 

9 de noviembre de 2023, notificado por estado del día 10 del mismo mes y año, 

dentro del proceso de la referencia, la cual se entenderá surtida, conforme al Art. 8 

del ley 2213 de 2022, una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del 

mensaje y los términos para contestar la demanda empezarán a correr a partir del 

día siguiente al día en que se entiende surtida la notificación personal-.  

 

Se le advierte a la parte demandada que, una vez surtida la notificación, cuenta con 

diez (10) días hábiles para contestar la demanda, pudiendo pedir pruebas y 

allegando las que se encuentren en su poder-. Para radicar la contestación o 

comunicarse con el juzgado lo puede realizar al correo: 
jlato39@cendoj.ramajudicial.gov.co  
 

Anexo a la presente notificación copia en PDF del auto que admite la demanda y 

copia de la demanda y sus anexos-.  

 

Sin otro particular,  

 

Cordialmente,  

 
_______________________________ 

César Fabián Fernández Cárdenas  

Correo: cesarfabian504@gmail.com  

Celular: 320 368 8295 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL  
JUZGADO TREINTA Y NUEVE LABORAL DEL CIRCUITO  

 

   
 

Bogotá D.C., nueve (9) de noviembre de dos mil veintitrés (2023) 

 
Proceso: Ordinario Laboral 
Radicación:        11001310503920230040100 
Demandante: María Patricia Hernández Arana   
Demandada: Colpensiones y Otros 
Asunto: Auto Admite Demanda  
 

Visto el informe secretarial que antecede, y una vez revisado el libelo advierte el 

Despacho reúne los requisitos exigidos en los artículos 25 y 26 del C.P.T. y S.S., así 

como los previstos en la ley 2213 de 2022, razón por la cual se admitirá. En 

consecuencia, se DISPONE: 

 

PRIMERO: ADMITIR la demanda ORDINARIA LABORAL de PRIMERA INSTANCIA 

que presenta la señora MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA contra 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PROTECCIÓN S.A. y ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS COLFONDOS S.A. conforme se expuso en la parte motiva de este auto. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR PERSONALMENTE la presente decisión al señor JAIME 

DUSSÁN CALDERÓN o a quien haga sus veces como presiente y/o  representante 

legal de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES 

de conformidad con lo establecido en el parágrafo del Art. 41 del CPTSS o como lo 

establece el Art. 8 de la Ley 2213 de 2022, con el lleno de los requisitos enlistados en 

el inciso 2° de dicha normativa, notificaciones que deben realizarse a través de los 

correos electrónicos que tienen las entidades para notificaciones judiciales, cuales 

son notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co, para lo cual la parte demandante 

deberá hacer uso del formato que se encuentra en el micrositio asignado a este 

Despacho en la página de la rama judicial, en la opción de “avisos/año2021” 

identificado con el nombre de “formato de notificación entidades públicas” 
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TERCERO: NOTIFICAR PERSONALMENTE la presente decisión al señor DAVID 

EMILIO BOJANINI GARCÍA o a quien haga sus veces como presiente y/o  

representante legal de la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., y al señor ALEJANDRO 

BEZANILLA MENA o a quien haga sus veces como presiente y/o  representante legal 

de la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS COLFONDOS S.A. advirtiéndose que dicho trámite se podrá hacer 

como lo establece el artículo 8º de la Ley 2213 de 2022, esto es, a través de correo 

electrónico, con el lleno de los requisitos enlistados en el inciso 2° de dicha normativa, 

o como lo prevé el literal A, numeral 1° del Art. 41 del C.P.T. y S.S., evento en el que 

se debe dar aplicación a los Arts. 291 del C.G.P. y el Art. 29 del C.P.T y S.S., debiendo 

la parte actora hacer uso de los formatos que se encuentran en el micrositio asignado 

a este Despacho en la página de la rama judicial, en la opción de “avisos/año2021” 

identificado con el nombre de “Art 29 CPTSS y  Art. 291 CGP“, esto para enviar en 

debida forma las respectivas comunicaciones y, en caso de ser necesario, los avisos. 

Por último, deberá incorporar al expediente las certificaciones expedidas por la 

empresa de mensajería. 

 

CUARTO: CORRER TRASLADO por el término legal de DIEZ (10) DÍAS HÁBILES, 

con entrega de una copia del libelo en los términos del Art. 74 del C.P.T y S.S. 

ADVERTIR  a las accionadas que al momento de contestar la demanda, deben 

presentar los documentos y demás pruebas que se encuentren en su poder, 

relacionadas con los hechos referidos en el escrito de demanda, en especial, a los 

indicados en el acápite de pruebas del libelo introductorio; asimismo, se precisa que, 

la contestación debe ser enviada al correo electrónico institucional del despacho, el 

cual es jlato39@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia al correo electrónico 

suministrado por la parte actora en la demanda, para efectos de notificaciones, de 

conformidad con el artículo 3° de la ley 2213 de 2022, en consonancia con el numeral 

14 del artículo 78° del CGP. 

 

Vencido dicho término, se debe tener en cuenta lo establecido en el inciso 2° del Art. 

28 del C.P.T. y S.S.  
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QUINTO: NOTIFICAR a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDIOCA DEL 

ESTADO, de conformidad con lo previsto en el artículo 8 de la Ley 2213 de 2022, o a 

través de la plataforma web que esa entidad tiene destinada para fines de 

notificaciones judiciales. La parte actora deberá hacer llegar al Despacho las 

constancias de la realización de este trámite.  

 

SEXTO: REQUERER a las Demandadas para que junto con la contestación alleguen 

el expediente administrativo de la Demandante señora MARÍA PATRICIA 

HERNÁNDEZ ARANA identificada con C.C. No. 41.745.256 de Bogotá D.C., así 

como el SIAF. 

 

Se advierte que el incumplimiento a esta orden dará lugar a la aplicación de las 

sanciones establecidas en el artículo 44 del C.G.P  

 

SÉPTIMO: RECONOCER PERSONERÍA JURÍDICA, una vez verificado por parte del 

despacho la calidad de abogado, al doctor CÉSAR FABIÁN FERNÁNDEZ 

CÁRDENAS, identificada en legal forma, como apoderada judicial de la parte actora, 

en los términos y para los efectos indicados en el poder conferido. 

 
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 

(Firma electrónica) 

GINNA PAHOLA GUIO CASTILLO 

Juez 

 

 

 

 

Juzgado Treinta y Nueve Laboral del Circuito de Bogotá D.C.  
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 
El auto anterior se notificó por Estado No. 78 

del 10 de noviembre de 2023, siendo las 8:00 a.m. 

 

 

ANDREA GALARZA PERILLA 

Secretaria 
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Firmado Por:

Ginna Pahola Guio Castillo

Juez Circuito

Juzgado De Circuito

Laboral 39

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 53ef3ca8693599a73ac1f1b9a0602e49b1d01972b902b935b76f53a07223d695

Documento generado en 08/11/2023 12:41:21 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



SEÑOR:  
JUEZ LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. (reparto) 
E.S.D.  
 
Ref. PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE MARÍA 
PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA EN CONTRA DE LA ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES Y DE LA AFP PROTECCIÓN 
S.A.-.   
 
Yo, CÉSAR FABIÁN FERNÁNDEZ CÁRDENAS, identificado con c. c. n. ° 1019092544, 
expedida en Bogotá, D.C., domiciliado en esta ciudad, portador de la tarjeta profesional de 
abogado n. ° 280435, expedida por el C. S. de la J., actuando como apoderado de la señora 
MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, identificada con c. c. n. ° 41745256, expedida 
en Bogotá, D.C., domiciliada en Bogotá, D.C., mediante el presente escrito, promuevo proceso 
ordinario laboral de primera instancia en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA 
DE PENSIONES ( en adelante COLPENSIONES), con domicilio en Bogotá, D.C., 
identificada con nit n. ° 900336004-7, representada legamente por JAIME DUSSÁN 
CALDERÓN o quien haga sus veces; de la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES PROTECCIÓN S.A. (en adelante PROTECCIÓN), con domicilio en Medellín, 
Antioquia, identificada con nit n. ° 800.138.188-1, representada legalmente por DAVID 
EMILIO BOJANINI GARCÍA o quien haga sus veces, y en contra de la ADMINISTRADORA 
DE FONDOS Y PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A., con domicilio en Bogotá, 
D.C, identificada con nit n. ° 800149496-2, representada legalmente por Alejandro Bezanilla 
Mena o quien haga sus veces, con el objeto de que se acceda las pretensiones de este escrito, 
previo los siguientes:  
 

I. Fundamentos de hecho: 
 

 
1. Mi poderdante, MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, nació el día cinco (5) de 
marzo de mil novecientos cincuenta y nueve (1959), es decir, que para el día primero (1º) de abril 
de mil novecientos noventa y cuatro (1994), tenía treinta y cinco (35) años y veinticinco (25) días 
de edad.  
 
2. Significa lo anterior que, mi poderdante era beneficiaria del régimen de transición, 
contemplado en la ley 100 de 1993, dado que para la entrada en vigencia tenía más de treinta y 
cinco años de edad-.  
 
3. Mi mandante se afilió al Régimen de Prima Media con Prestación Definida (en adelante 
RPM) en el año mil novecientos setenta y nueve (1979), régimen que para ese entonces era 
administrado por el Instituto de Seguros Sociales (ISS), ahora Colpensiones.  
 
4. La señora Patricia Hernández estuvo vinculada al RPM hasta abril de 1997, año en el que 
se trasladó al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (en adelante RAIS), administrado 
en ese entonces por la AFP Colfondos.  
 
5. Posteriormente, la señora PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA se trasladó a la AFP 
Protección en junio de 2001-.  



 
6. Según me comenta la señora Patricia Hernández, al momento del traslado la entidad 
administradora del RAIS no le informó sobre las consecuencias de este, especialmente, que con 
mentado traslado perdía el régimen de transición a que tenía derecho y que las condiciones para 
obtener la pensión eran sustancialmente diferentes-.  
 
7. Tampoco se le explicó a mi prohijada que la mesada pensional en el RAIS estaba sujeta 
al ahorro que existiera en la cuenta y que el crecimiento o rentabilidad de este, estaba sujeto a los 
azares del mercado.  
 
8. No se realizó de manera cuidadosa la proyección de la mesada pensional que tenía 
derecho en uno u otro régimen, ni tampoco con los requisitos que era necesario cumplir para 
acceder al derecho pensional. 

 

9. Cabe mencionar que la AFP Protección tampoco brindó ningún tipo de información 
frente a las diferencias, beneficios y desventajas de uno y otro régimen, únicamente, le interesó 
ganar un cliente, más no asesorarlo en debida forma-.  

 

10. Mi mandante, como atrás se informó, era beneficiaria del régimen de transición, dado 
que a la entrada en vigor de la ley 100 de 1993, contaba con más de 35 años, igualmente, reúne 
más de 750 semanas cotizadas a la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005.  

 

11. La señora Patricia Hernández, conforme a lo precedente, tenía derecho a pensionarse 
conforme a los lineamientos del decreto 758 de 1990, pues cumplió sus cincuenta y cinco años 
el día 5 de marzo de 2014-.  

 

12. La señora Hernández Arana tiene derecho a que su mesada pensional se liquide con una 
tasa de reemplazo del noventa por ciento (90%), conforme al decreto en mención-.  
 
13. Pese a lo anterior, la entidad administradora del RAIS falló en dar una información 
completa, clara y veraz, y un buen consejo a mi cliente, pues lo que les importó en el momento 
fue ganar un cliente, no la situación particular de la afiliada de cara a su derecho pensional.  
 
14. Lo anterior implicó que mi cliente se pensionara seis años después de la edad requerida 
y que haya perdido gran parte de su mesada pensional, habida cuenta de que siguió cotizando 
para poder lograr un incremento, situación que la postré no ocurrió-.  
 
15. Mi cliente, con ocasión de la falta de la información adecuada, se perjudicó con una 
mengua en su mesada pensional, aproximadamente, en una suma de siete millones de pesos 
($7.000.000) mensuales-. 

 

16. Mi cliente agotó la reclamación administrativa ante COLPENSIONES el día 11 de 
noviembre de 2021, a la que se le asignó la radicación n. ° 2021-12949797 y que a la fecha de 
radicación de este escrito no ha sido respondida o notificada en legal forma a mi cliente-.  

 



17. A raíz del traslado que efectuó la señora María Patricia Hernández Arana su mesada 
pensional se redujo en más de un 50%, por lo que, su mínimo vital y móvil se afectaron 
gravemente, así como el derecho a la vida digna-.  

 

18. La señora Patricia Hernández Arana tenía su subsistencia o condición de vida proyectada 
con base en su salario, esto es, la suma aproximada de CATORCE MILLONES DE PESOS 
($14.000.000), para el año dos mil veinte (2020)-.  

 

19. Su mesada para el año dos mil veinte (2020), quedó en la suma de cinco millones 
ochocientos cuarenta y siete mil ($5.847.000), es decir, inferior a la suma que le hubiera 
correspondido en el RPM, la cual hubiera ascendido aproximadamente a la suma de doce 
millones seiscientos mil pesos ($12.600.000), aproximadamente, pues tenía derecho al régimen 
de transición y a una tasa de reemplazo del noventa por ciento (90%).  

 

20. La diferencia en la mesada pensional ascendió a la suma de $6.753.000-.  
 

21. Por esto, a mi cliente se le afectó gravemente su ingreso mínimo vital y condiciones 
materiales de existencia, puesto que, la mengua en sus ingresos fue considerable, tal como se 
puede constatar con la documental adjunta-.  

 

22. Ante esta situación, y atendiendo el estilo de vida que tenía mi cliente, ella entró en 
profunda depresión y tristeza, pues la suma recibida por concepto de su mesada pensional no le 
alcanzaba para cubrir sus gastos congruos, entre ellos la administración del edificio en donde 
habita-.  

 

23. Además de la mesada pensional no alcanzarle para cubrir sus gastos mínimos, también 
le impidió de cierta manera relacionarse con el mundo exterior como otrora lo hacía, es decir, se 
privó de disfrutar de aquellas pequeñas cosas sociales con amigos, atendiendo al daño económico 
que se le ocasionó con el traslado desinformado, dado que, como se ha dicho, la mengua en sus 
ingresos fue importante-.  

 

24. Por lo dicho, mi poderdante ha tenido que acudir a su entorno familiar, hijos y amigos 
cercanos, a solicitar ayuda económica o préstamos, respectivamente-.  

 

25. Con todo, a mi cliente se le han causado daños tanto patrimoniales (mengua en su mesada 
pensional) y extrapatrimoniales (daño moral, vida digna y al vida en relación), en razón al traslado cuya 
ineficacia hoy se alega-.  

 

26. La señora demandante, María Patricia Hernández Arana, al momento de consolidar su 
derecho pensional tenía una expectativa de veintiséis (26) años, según lo prescrito por la 
Superintendencia Financiera de Colombia en la Resolución 1555 del año dos mil diez (2010), 
luego este es el término mínimo para calcular su indemnización plena y ordinaria de perjuicios-.  
 
Con fundamento en los anteriores hechos, elevo las siguientes,  
 

II. Pretensiones principales:  
 



Primera-: declárese ineficaz y/o nulo absolutamente el acto de traslado de la señora MARÍA 
PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, identificada con c. c. n. ° 41745256, expedida en Bogotá, 
D.C., del Régimen de Prima Media con Prestación Definida (RPM) al Régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad (RAIS), efectuada en abril de mil novecientos noventa y siete (1997), 
por cuanto el traslado estuvo viciado ante la falta de información sobre las consecuencias que 
este acarreaba-. 
 
Segunda-: declárese, como consecuencia de lo precedente, que para todos los efectos legales 
la señora MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA nunca se trasladó al régimen de ahorro 
individual con solidaridad y, por lo tanto, siempre permaneció en el régimen de prima media con 
prestación definida, hoy administrado por COLPENSIONES-. 
 
Tercera-: declárese que la señora MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA es 
beneficiaria del régimen de transición contemplado en el Art. 36 de la ley 100 de 1993, por lo 
que, tiene derecho a que su mesada pensional sea reconocida conforme a los parámetros del 
decreto 758 de 1990-. 
 
Cuarta-: condénese a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y PENSIONES Y 
CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a devolver los aportes y/o recursos 
ahorrados en la cuenta de ahorro individual con solidaridad de la señora MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA al régimen de prima medida con prestación definida administrado por 
la ADMINISTRADORA COLOMBINA DE PENSIONES –COLPENSIONES-, junto con 
los rendimientos que tuvo el capital o debía tener conforme a este último régimen, así como los 
gastos de administración que hubiese cobrado por la gestión-. 
 
Quinta-: condénese, como consecuencia de lo anterior, a la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES- a pagar a mi cliente, MARÍA 
PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, la pensión de vejez de que trata el decreto 758 de 1990, 
a partir del día 5 de marzo de 2014, conforme al régimen de transición-. 
  
Sexta-: condénese a la Administradora Colombiana de Pensiones- Colpensiones- a pagar a mi 
cliente, MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, el retroactivo causado desde el día 5 de 
marzo de 2014 y hasta la fecha de inclusión en nómina o hasta cuando se empiece a cancelar la 
correspondiente mesada pensional-. 
 
Séptima-: condénese a la Administradora Colombiana de Pensiones- Colpensiones- a pagar a 
mi cliente, MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, los intereses moratorios de que tratan 
el art. 141 de la ley 100 de 1993-. 
 
Séptima subsidiaria-: condénese a LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES- COLPENSIONES- a pagar a mi cliente, MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ 
ARANA, de manera indexada las sumas que aquí se reconozcan-. 
 
Octava-: condénese a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- 
COLPENSIONES- a pagar a mi cliente las mesadas adicionales de junio y diciembre-. 
 



Novena-: declárese que mi poderdante recibió de buena fe las mesadas pensionales pagadas 
por la AFP PROTECCIÓN S.A., por lo que no está en la obligación de restituirlas-. 
 
Décima: condénese solidariamente a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE 
FONDOS Y PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a pagar por concepto de 
perjuicios morales la suma de cien salarios mínimos legales mensuales vigentes (100 SMLMV)-.  
 
Undécima: condénese solidariamente a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE 
FONDOS Y PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a pagar por concepto de 
perjuicios por daño a la vida en relación la suma de cien salarios mínimos legales mensuales 
vigentes (100 SMLMV).  
 
Duodécima: condénese a la parte demandada a pagar las costas y agencias en derecho-.  
 

III. Primeras pretensiones subsidiarias:  
 
Primera: declárese que el traslado efectuado por la señora MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA, identificada con c. c. n. ° 41745256, expedida en Bogotá, D.C., del 
Régimen de Prima Media con Prestación Definida (RPM) al Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad (RAIS), en abril de mil novecientos noventa y siete (1997), estuvo viciado ante la 
falta de información sobre las consecuencias que este acarreaba, es decir, no se dio una asesoría 
adecuada para la toma de la decisión-.  
 
Segunda: declárese que la señora MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA al momento 
del traslado efectuado en abril de mil novecientos noventa y siete (1997) era beneficiaria del 
régimen de transición, lo que no le fue informado por parte de la administradora del RAIS-.  
 
Tercera: declárese que, como consecuencia de lo anterior, la señora MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA tiene derecho al reconocimiento y pago de la indemnización total y 
ordinaria de perjuicios por los daños patrimoniales y extra patrimoniales ocasionados al no haber 
sido correctamente asesorada e informada de las consecuencias que acarreaba el traslado de 
régimen pensional-.  
 
Cuarta: declárese que la señora MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA para la fecha 
del traslado pensional era beneficiaria del régimen de transición-.  
 
Quinta: condénese solidariamente a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y PENSIONES 
Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a pagar a MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA la indemnización plena y ordinaria de perjuicios causada con ocasión 
de la información insuficiente que le fue concedida al momento del traslado de régimen 
pensional, la que consiste en cancelar a título de perjuicio patrimonial en la modalidad de lucro 
cesante las siguientes sumas:  
 

1. Por lucro cesante consolidado la suma de $677.192.100 o a la suma que resulte probada 
por este concepto, el cual se causó desde el día 5 de marzo de 2014 y la fecha de 



presentación de la demanda, y concierne a la diferencia de la mesada pensional 
reconocida en el RAIS y la que le hubiera correspondido en el RPMPD-.  
 

2. Por lucro cesante futuro la suma de $1.850.546.000 o la suma que resulte probada por 
este concepto, la cual se causa desde la fecha de presentación de la demanda y la fecha 
de vida probable de la demandante, y concierne a la diferencia de la mesada pensional 
reconocida en el RAIS y la que le hubiera correspondido en el RPMPD-.  

 
Sexta: condénese solidariamente a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y PENSIONES 
Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a pagar a MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA los intereses moratorios sobre la suma correspondiente a lucro cesante 
o, en su defecto, su indexación.  
 
Séptima: condénese solidariamente a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE 
FONDOS Y PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a pagar a MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA por concepto de perjuicios morales la suma de cien salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (100 SMLMV)-.  
 
Octava: condénese solidariamente a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y PENSIONES 
Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a pagar a MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA por concepto de perjuicios por daño a la vida en relación la suma de 
cien salarios mínimos legales mensuales vigentes (100 SMLMV). 
 
Novena: condénese a la parte demandada a pagar las costas y agencias en derecho-. 
 
 

IV. Segundas pretensiones subsidiarias: 
 
Primera: declárese que el traslado efectuado por la señora MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA, identificada con c. c. n. ° 41745256, expedida en Bogotá, D.C., del 
Régimen de Prima Media con Prestación Definida (RPM) al Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad (RAIS), en abril de mil novecientos noventa y siete (1997), estuvo viciado ante la 
falta de información sobre las consecuencias que este acarreaba, es decir, no se dio una asesoría 
adecuada para la toma de la decisión-.  
 
Segunda: declárese que la señora MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA al momento 
del traslado efectuado en abril de mil novecientos noventa y siete (1997) era beneficiaria del 
régimen de transición, lo que no le fue informa por parte de la administradora del RAIS-.  
 
Tercera: declárese que, como consecuencia de lo anterior, la señora MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA tiene derecho al reconocimiento y pago de la indemnización total y 
ordinaria de perjuicios por los daños ocasionados al no haber sido correctamente asesorada e 
informada de las consecuencias que acarreaba el traslado de régimen pensional-.  
 



Cuarta: declárese que la señora MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA para la fecha 
del traslado pensional era beneficiaria del régimen de transición-.  
 
Quinta: condénese solidariamente a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y PENSIONES 
Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a pagar a MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA la indemnización plena y ordinaria de perjuicios causada con ocasión 
de la información insuficiente que le fue concedida al momento del traslado de régimen 
pensional, la que consiste en cancelar la mesada pensional en los mismos términos en los que se 
hubiera liquidado y cancelado en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida (RPM) y 
acorde con el régimen de transición, esto es, conforme a lo ordenado en el decreto 758 de 1990, 
dado que este fue el daño causado-.  
 
Sexta: condénese solidariamente,  como consecuencia de lo anterior y a título de indemnización 
ordinaria y plena de perjuicios,  a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y PENSIONES Y 
CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a pagar a MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA la pensión vitalicia de vejez a partir del día primero (1º) de noviembre 
de dos mil veinte (2020), conforme al régimen de transición y el decreto 758 de 1990, en cuantía 
de DOCE MILLONES SEISCIENTOS MIL PESOS ($12.600.000) o al monto mayor que se 
demuestre dentro del proceso por este concepto-.  
 
Séptima: condénese solidariamente, y a título de indemnización ordinaria y plena de perjuicios, 
a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN 
SA y a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y PENSIONES Y CESANTÍAS 
COLFONDOS S.A. a pagar de forma indexada a MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ 
ARANA el retroactivo pensional o la diferencia de la mesada pensional causada desde el día (1º) 
de noviembre de dos mil veinte (2020) y hasta la fecha en que se profiera la sentencia que ponga 
fin al proceso-.  
 
Octava: condénese solidariamente a ADMINISTRADORA DE FONDOS Y PENSIONES 
Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a pagar a MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA los intereses moratorios causados desde el día primero (1) de 
noviembre de dos mil veinte (2020) y hasta la fecha de pago total de la obligación, en los términos 
del art 141 de la ley 100 de 1993-. 
 
Novena: condénese solidariamente a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE 
FONDOS Y PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a pagar a MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA por concepto de perjuicios morales la suma de cien salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (100 SMLMV)-.  
 
Décima: condénese solidariamente a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE 
FONDOS Y PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a pagar a MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA por concepto de perjuicios por daño a la vida en relación la suma de 
cien salarios mínimos legales mensuales vigentes (100 SMLMV). 



 
Undécima: condénese solidariamente a la ADMINISTRADORA DE FONDOS Y 
PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA y a la ADMINISTRADORA DE 
FONDOS Y PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A. a pagar a MARÍA PATRICIA 
HERNÁNDEZ ARANA a pagar la diferencia en la mesada pensional que se reconozca de forma 
vitalicia-.  
 
Duodécima: condénese a la parte demandada a pagar las costas y agencias en derecho-. 
 
 

V. Fundamentos y razones de derecho: 
 
 
Como fundamento sustantivo de las pretensiones elevadas ténganse el art. 48 y 53 de la 
Constitución Política de Colombia, Resolución 555 del año 2010, expedida por la 
Superintendencia Financiera de Colombia, ley 100 de 1993, decreto 758 de 1990, art. 16 de la ley 
446 de 1998, art. 2341 del Código Civil, y como fundamento adjetivo el art. 70 y siguientes del 
Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social-.  
 
El presente caso se contrae a determinar, en primer lugar, si la demandante tiene derecho a 
regresar o retornar al régimen de prima media con prestación definida o si, por el contrario, tiene 
derecho al pago de la indemnización plena y ordinaria de perjuicios causada con ocasión del 
traslado entre regímenes sin la debida asesoría por parte de la administradora del régimen de 
ahorro individual con solidaridad-.  
 

 Retorno al régimen de prima media con prestación definida (RPM): 
 
Frente a este punto, tiene dicho la sala especializada en materia laboral de la Corte Suprema de 
Justicia que es posible retornar al RPM cuando quiera que se demuestre que al momento de 
efectuarse el traslado no se dio la asesoría o información debida para que el afiliado tomara la 
decisión que mas le beneficiaria o que fuera una decisión informada y, por ende, voluntaria, libre 
y sin sesgos-.  
 
Frente a este puntual aspecto, tiene dicho la Corte Suprema de Justicia, y cuya posición se recoge 
en sentencia SL 1689 de 2019, lo siguiente:  
 

Sea lo primero señalar que, en este asunto, el recurrente refirió como sustento de su 
demanda que el fondo accionado incumplió con el deber legal de brindarle información 
relevante al momento de su afiliación y, por tanto, solicitó que se declare la nulidad de 
tal vinculación. No obstante, la Corte advierte que la reacción del ordenamiento jurídico 
a la afiliación desinformada, es la ineficacia o la exclusión de todo efecto jurídico del acto 
de traslado -artículos 271 y 272 Ley 100 de 1993-; de ahí que, es este, el tratamiento que 
le corresponde a la Sala darle al examen del acto de cambio de régimen pensional por 
trasgresión al deber de información. 
 
(…) 
 



Lo dicho cobra más sentido en relación con la pretensión de «ineficacia», en la medida 
que esa consecuencia impuesta por el ordenamiento jurídico se caracteriza porque, desde 
su nacimiento, el acto carece de efectos jurídicos sin necesidad de declaración judicial. 
La sentencia que declara la ineficacia de un acto, en realidad, lo que hace es comprobar 
o constatar un estado de cosas (la ineficacia) surgido con anterioridad al inicio de la litis.  
 
Conforme lo explicado, los afiliados al sistema general de pensiones pueden solicitar en 
cualquier tiempo, que se declare la ineficacia del traslado entre regímenes pensionales y, 
por esa vía, que se reconozca a cuál de los dos regímenes pensionales (RPMPD o RAIS) 
se encuentran afiliados. Lo expuesto no es algo nuevo en la jurisprudencia del trabajo, 
pues incluso desde la sentencia CSJ SL795-2013 ya la Corte había adoctrinado que «el 
asegurado está legitimado para interponer, en cualquier tiempo, reclamos relacionados 
con la afiliación, las cotizaciones, el ingreso base de cotización y todos aquellos 
componentes de la pensión» (resaltado fuera del texto original). 
 

Nótese, que al constatarse que existió una decisión desinformada en el traslado entre regímenes 
pensionales, la consecuencia es privar a este acto de todo efecto jurídico, pues de no accederse 
a la pretensión en estos términos, sería igual como negarle el derecho al ciudadano de acceder a 
la administración de justicia y, por ende, buscar la tutela de su derecho fundamental a la seguridad 
social y vida digna-.  
 
A esto se suma, que según el principio lógico de no contradicción “nada puede ser y no ser al mismo 
tiempo”, por lo que, al encontrarse que el acto de traslado es ineficaz por ser desinformado, 
siempre se debe proceder a declarar su ineficacia y retrotraer sus efectos, pues, de lo contrario, 
sería caer en una contradicción lógica al encontrar acreditada la ineficacia, pero a su vez, seguirle 
o permitirle a ese acto irrigando sus efectos, así que, un argumento en este sentido sería 
totalmente no válido-.  
 

 Derecho a la indemnización plena y ordinaria de perjuicios del pensionado 
 
Señor juez, atendiendo a que en el presente escrito, se solicitó la condena subsidiaria a la 
indemnización plena y ordinaria de perjuicios, al ser el acto de traslado entre regímenes 
pensionales desinformado, y por ende, lesionador de los derechos del afiliado, ahora pensionado, 
se debe acceder, según tiene dicho la Corte Suprema de Justicia, a la indemnización plena y 
ordinaria de perjuicios, la que comprende el daño patrimonial y extra-patrimonial, postura 
acopiada, entre otras, en la sentencia SL1113-2022, en los siguientes términos:  
 

“…no significa que el pensionado que se considere lesionado en su derecho  no pueda 
obtener su reparación. Es un principio general del derecho aquel según el cual quien 
comete un daño por culpa, está obligado a repararlo (art. 2341 CC). Por consiguiente, si 
un pensionado considera que la administradora incumplió su deber de información 
(culpa) y, por ello, sufrió un perjuicio en la cuantía de su pensión, tiene derecho a 
demandar la  indemnización total de perjuicios a cargo de la administradora.  
(…)  
El artículo 16 de la Ley 446 de 1998 consagra el principio de reparación integral en la 
valoración de los daños. Este principio conmina al juez a valorar la totalidad de los daños 
irrogados a la víctima y en función de esta apreciación, adoptar las medidas 
compensatorias que juzgue conveniente según la situación particular del afectado. Es 



decir, el juez, en vista a reparar integralmente los perjuicios ocasionados, debe explorar 
y utilizar todas aquellas medidas que considere necesarias para el pleno y satisfactorio 
restablecimiento de los derechos conculcados.  
En la medida que el daño es perceptible o apreciable en toda su magnitud desde el 
momento en que se tiene la calidad de pensionado, el término de prescripción de la 
acción debe contarse desde este momento” 

 
Sumado a esto, y frente a la magnitud del daño causado, resulta necesario remitirnos a lo 
adoctrinado por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SC282-
2021, en la que expuso lo siguiente:  
 

“El daño, como el elemento nuclear de la responsabilidad, consiste en el menoscabo que 
la conducta dañosa del victimario irroga al patrimonio, sentimientos, vida de relación o 
bienes de especial protección constitucional de la víctima. Se trata de «una modificación 
de la realidad que consiste en el desmejoramiento o pérdida de las condiciones en las que 
se hallaba una  persona o cosa por la acción de las fuerzas de la naturaleza o del hombre.  
Pero desde el punto de vista jurídico, significa la vulneración de un interés tutelado por 
el ordenamiento legal, a consecuencia de una acción u omisión humana, que repercute 
en una lesión a bienes como el patrimonio o la integridad personal, y frente al cual se 
impone una reacción a manera de reparación o, al menos, de satisfacción o consuelo 
cuando no es posible conseguir la desaparición del agravio» (CSJ, SC10297, 5 ag. 2014, 
rad. n.° 2003-00660-01; reiterada SC2758, 16 jul. 2018, rad. n.° 1999-00227-01).  
En otras palabras, «es ‘todo detrimento, menoscabo o deterioro, que afecta bienes o 
intereses lícitos de la víctima, vinculados con su patrimonio, con su esfera espiritual o 
afectiva, o con los bienes de su personalidad’» (SC16690, 17 nov. 2016, rad. n.° 2000-
00196-01).  
 
2.1.2. Para que el daño sea susceptible de ser reparado se requiere que sea «‘directo y 
cierto’ y no meramente ‘eventual o hipotético’, esto es, que se presente como 
consecuencia de la ‘culpa’ y que aparezca ‘real y efectivamente causado’ (Sentencias de 
26 de enero de 1967 (CXIX, 11-16) y  
10 de mayo de 1997, entre otras)» (SC, 27 mar. 2003, exp. n.° C-6879); asimismo, debe 
afectar un interés protegido por el orden jurídico (SC13925, 30 sep. 2016, rad. n.° 2005-
00174-01). 
(…)  
El principio de reparación integral propugna porque la víctima de un daño sea 
restablecida a la situación en que se encontraría de no haber sufrido el agravio, 
de suerte que se mantenga indemne de las consecuencias negativas del hecho 
culposo. Por tanto, «el resarcimiento no puede superar la pérdida efectiva, ni 
generar una ventaja para el damnificado».  
 
La Corte, refiriéndose a este principio, ha ordenado «que al afectado por daños en su 
persona o en sus bienes, se le restituya en su integridad o lo más cerca posible al estado 
anterior…, y por eso, acreditada la responsabilidad civil, el juez ‘tendrá que cuantificar el 
monto de la indemnización en concreto, esto es que habrá de tomar en consideración 
todas las circunstancias específicas en que tuvo lugar el daño, su intensidad, si se trata de 
daños irrogados a las personas o a las cosas, y la forma adecuada de resarcir el perjuicio» 



(SC, 18 dic. 2012, rad. n.° 2004-00172-01, reiterada en SC22036, 19 dic. 2017, rad. n.° 
2009-0014-01).” (Lo subrayado es del suscrito). 

 
Bajo lo anterior, ruego se acceda a pagar a mi cliente, a título de indemnización ordinaria y plena 
de perjuicios, el lucro cesante consolidado y futuro solicitado en la demanda o, en su defecto, 
que se condene a pagar la pensión en la forma que se la hubiera cancelado el Régimen de Prima 
Media con Prestación Definida, pues el daño o perjuicio causado comprende la diferencia de la 
mesada pensional que se le concedió en el RAIS y la que se le hubiera concedido en el RPMPD. 
 

 Prueba del daño.  
 
En el presente caso el daño que se le ocasionó a la demandante se prueba con la historia laboral 
y las disposiciones legales que rigen la forma de liquidar el monto de las mesadas pensionales, en 
este caso, el régimen de transición y el decreto 758 de 1990, pues liquidando la pensión conforme 
a este régimen se evidencia la diferencia que arroja en uno y otro régimen, tal como se indicó en 
los hechos fundamentos de la acción-.  
 

 Intereses moratorios.   

 

Atendiendo a que se solicitó el reconocimiento y pago de intereses moratorios, señor juez, se 

debe acceder al pago de estos, por cuanto tienen un carácter resarcitorio y no sancionatorio, es 

decir, lo que buscan es mantener el poder adquisitivo de la moneda que se ve afectado con el 

paso del tiempo, lo que recordó la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL 

3960 de 2018, M.P. OMAR DE JESÚS RESTREPO OCHOA, en los siguientes términos:  

 

“En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, cabe invocar el criterio 

sostenido por la Sala, entre otras, en sentencias CSJ SL12245-2017 y CSJ SL 4962-2016, donde 

reiteró que no interesa analizar si hubo buena o mala fe de la administradora de pensiones en el pago 

tardío de la pensión, en atención a que tales intereses tienen un carácter resarcitorio y no sancionatorio, 

pues su fin es el de paliar, de alguna forma, la pérdida del poder adquisitivo del dinero, tal como lo señaló 

la Sala en la sentencia CSJ SL41392, 6 dic. 2011, que dijo: 

[…] El artículo 141 de la Ley 100 de 1993 consagró los intereses moratorios como una fórmula para 

dar respuesta al retardo en la solución de las mesadas pensionales, con el plausible designio de hacer 

justicia a un sector de la población que se ofrece vulnerable y que encuentra en la pensión, en la generalidad 

de los casos, su única fuente de ingresos. 

Acusan los intereses moratorios un claro y franco carácter de resarcimiento económico frente a la tardanza 

en el pago de las pensiones, orientados a impedir que éstas devengan en irrisorias por la notoria pérdida 

del poder adquisitivo de los signos monetarios. 

No cabe duda de que el retardo o mora se erige en el único supuesto fáctico que desencadena los intereses 

moratorios. Ello significa que éstos se causan desde el momento mismo en que ha ocurrido la tardanza 

en el cubrimiento de las pensiones […]. 

 

Así que, el reconocimiento y pago de los intereses moratorios conforme al Art. 141 de la ley 100 

de 1993, son procedentes en el sub examine, dado que, es doctrina probable del órgano de cierre 



de la jurisdicción ordinaria en la especialidad laboral, en el entendido no son de carácter 

sancionatorio sino resarcitorio. 

 

Finalmente, señor juez, tenga en cuenta, conforme a la jurisprudencia de la Corte Suprema de 

Justicia, Sala Laboral, que en el evento en que no se pueda probar lo aquí pretendido se debe 

conceder lo que hubiere resultado probado, tal como se asentó en providencia SL 19813 de 2017.  

 

VI. Clase de proceso 

 

Al presente proceso se le debe imprimir el procedimiento señalado en el artículo 75 y ss., del 

Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.  

 

VII. Competencia y cuantía  

 

Señor juez, es usted competente para conocer del presente proceso en razón del domicilio de la 

demandada,  el lugar de agotamiento de la reclamación, la naturaleza del proceso y la cuantía, la 

cual estimo en una suma superior a los veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  

 

VIII. Medios de pruebas: 

 

Señor juez, solicito, respetuosamente, se decreten, practiquen e incorporen al proceso las 

siguientes pruebas, a efectos de que puedan ser tenidas como tal.  

 

Documentales 

 

 Derecho de petición radicado ante COLPENSIONES el día 02 de noviembre de 2021.  

 

 Comunicación remitida por PROTECCIÓN el día 20 de noviembre de 2020-.  

 

 Historia Laboral de la demandante de fecha 10 de noviembre de 2020-.  

 

Las anteriores pruebas se anexan bajo la previsión del Art. 54A del C.P.T y de la S.S. 

 

Testimonios  

 

Señor juez, sírvase fijar fecha y hora para recibir las declaraciones de las siguientes personas:  

 

1. Diego Alejandro Arredondo Hernández, domiciliado en Cajicá, Cund., celular n. ° 

3167421604, correo electrónico: darredondohernandez29@gmail.com, con el objeto 

de que declare sobre los problemas económicos de la demandante, así como los 

mailto:darredondohernandez29@gmail.com


problemas que la han aquejado desde la fecha que empezó a devengar la mesada 

pensional-.  

 

2. Mónica Yohana Gómez Cotrina, domiciliada en Cajicá, Cund., celular 311 484 4313, 

correo electrónico: lashforlashbogota@gmail.com, con el objeto de que declare 

sobre los problemas económicos de la demandante, así como los problemas que la 

han aquejado desde la fecha que empezó a devengar la mesada pensional-.  

 

3. Adolfo David Peña Vega, domiciliado en Bogotá, D.C., celular 310 577 4689, correo 

electrónico: adopeve86_@hotmail.com, con el objeto de que declare sobre los 

problemas económicos de la demandante, así como los problemas que la han 

aquejado desde la fecha que empezó a devengar la mesada pensional-. 

 

Interrogatorio de parte:  

 

Solicito se fije fecha y hora para interrogar a los representantes legales de las sociedades 

Colfondos S.A. y Protección S.A., el cual practicaré de manera oral o por escrito allegado con 

antelación a la diligencia-.  

 

Informe del representante legal de Colpensiones 

 

Su señoría, conforme al art. 195 del Código General del Proceso, solicito se ordene al 

representante legal rendir un informe bajo la gravedad del juramento sobre los siguientes puntos:  

 

 Informe al despacho cuál hubiera sido en COLPENSIONES, para el año 2020, el monto 

de la mesada pensional de la señora MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, 

teniendo como base un salario promedio de $14.000.000 y siendo las normas del régimen 

de transición y el decreto 758 de 1990 las que se deben tener en cuenta para su 

liquidación-.  

 

 Informe al despacho cuál hubiera sido en COLPENSIONES, para el año 2020, el monto 

de la mesada pensional de la señora MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, 

teniendo en cuenta para su liquidación la historia laboral obrante en el expediente, así 

como el régimen de transacción y el decreto 758 de 1990-.  

 

Su señoría, ruego el informe sea rendido en los términos del Art. 195 del Código General del 

Proceso, dado que, no es posible interrogar al representante legal de la entidad-.  

 

Declaración de parte:  

 

mailto:lashforlashbogota@gmail.com
mailto:adopeve86_@hotmail.com


Solicito se decrete la declaración de parte de la demandante, a efecto de poderla escuchar de cara 

a la forma cómo se dio el traslado y demás circunstancias que lo rodearon, así como las 

consecuencias que este le acarreó tanto económicas como morales-.  

 

Prueba por informe:  

 

Su señoría, conforme al artículo 275 del Código General del Proceso ruego se ordene rendir 

informe a COLPENSIONES sobre lo siguiente:  

 

 Informe al despacho cuál hubiera sido en COLPENSIONES, para el año 2020, el monto 

de la mesada pensional de la señora MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, 

teniendo como base un salario promedio de $14.000.000 y siendo las normas del régimen 

de transición y el decreto 758 de 1990 las que se deben tener en cuenta para su 

liquidación-.  

 

 Informe al despacho cuál hubiera sido en COLPENSIONES, para el año 2020, el monto 

de la mesada pensional de la señora MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, 

teniendo en cuenta para su liquidación la historia laboral obrante en el expediente, así 

como el régimen de transacción y el decreto 758 de 1990-.  

 

Exhibición de documentos  

 

Señor juez, ordénese a COLPENSIONES, PROTECCIÓN y a COLFONDOS allegar el 

expediente administrativo de MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, con el objeto de 

verificar toda la documentación que allí reposa y el monto de la mesada pensional, así como 

también verificar si hubo una debida información y buen consejo a la fecha que se efectuó el 

traslado-.  

 

El anterior expediente está bajo la custodia de las entidades demandadas, dado que son las 

encargadas de pagar la pensión de MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, así como las 

custodias de sus datos personales allí consignados-.  

 

IX. Notificaciones y/o citaciones 

 

Señor juez para efectos de notificaciones y/o citaciones ténganse las siguientes:  

 

1. La demandada COLPENSIONES recibirá notificaciones en la Carrera 10 No. 72 - 33 

Torre B Piso 11 de Bogotá, D.C., o al correo electrónico: 

notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co (bajo la gravedad del juramento manifiesto que el 

correo electrónico se obtuvo en la página web de la entidad, esto es: 

https://www.colpensiones.gov.co/publicaciones/3137/notificaciones-judiciales/).  

mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
https://www.colpensiones.gov.co/publicaciones/3137/notificaciones-judiciales/


 

3. La demandada COLFONDOS en la calle 67 n. ° 7- 94 de Bogotá, D.C, o al correo 

electrónico: procesosjudiciales@colfondos.com.co (bajo la gravedad de juramento manifiesto que el 

correo electrónico se obtuvo del certificado de existencia y representación legal de la sociedad)-.  

 

4. La demandada protección recibe notificaciones en la calle 49 n. ° 63-100 de Medellín 

Antioquía, o al correo electrónico: accioneslegales@proteccion.com.co (bajo la gravedad de 

juramento manifiesto que el correo electrónico se obtuvo del certificado de existencia y representación legal de la 

sociedad)-. 

 

3. La demandante recibe notificaciones en la Av. N. ° 131-69, torre 2, apto 205 de Bogotá, 

D.C, o al correo electrónico: patycoher12@gmail.com  

 

4. El suscrito recibirá notificaciones en la secretaría de su despacho o en la carrera 7ª n.° 

16-56, Of. 604, edificio Calle Real, Bogotá, D.C., y al correo electrónico 

cesarfabian504@gmail.com celular: 320 368 8295 

 

X. Anexos: 

 

Señor juez, son anexos de la presente demanda los siguientes.  

 

 Poder debidamente conferido para actuar en formato PDF.  

 

 Las pruebas documentales anunciadas en formato PDF.  

 

 Certificados de existencia y representación legal de las demandadas-.  

 

 Constancia de envío de la demanda y anexos a la parte demandada-.  

  

 

Del señor juez,  

 

Cordialmente,  

 

 
 

mailto:procesosjudiciales@colfondos.com.co
mailto:accioneslegales@proteccion.com.co
mailto:patycoher12@gmail.com
mailto:cesarfabian504@gmail.com


___________________________ 

César Fabián Fernández Cárdenas 

c. c. n.° 1019092544, expedida en Bogotá, D.C. 

t. p. n.° 280435, expedida por el C. S. de la J. 

correo: cesarfabian504@gmail.com  
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César Fabián Fernández Cárdenas <cesarfabian504@gmail.com>

COPIA DE LA DEMANDA Y ANEXOS LEY 2213 DE 2022
César Fabián Fernández Cárdenas <cesarfabian504@gmail.com> 25 de septiembre de 2023, 8:05
Para: accioneslegales@proteccion.com.co, procesosjudiciales@colfondos.com.co, notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co

SEÑORES:
COLPENSIONES
COLFONDOS SA
PROTECCIÓN SA
E.S.D.

REF. DEMANDA Y ANEXOS DE MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA-. 

Actuando como apoderado de María Patricia Hernández Arana y en cumplimiento de las disposiciones de la ley
2213 de 2022, procedo a copiar la demanda y los anexos, para lo de su competencia-. 

Sin otro particular, 

Atentamente, 

César Fabián Fernández Cárdenas 
Celular n.°. 320 368 8295
Abogado especialista en derecho laboral y de la seguridad social
Edificio Calle Real, oficina 604 (5), carrera 7a número 16-56, Bogotá, D.C.

4 adjuntos

Proceso Ordinario Laboral de Primera instancia de Patricia Hernández en contra de la AFP PROTECCIÓN (2) (1).pdf
275K

Gmail - PODER ESPECIAL AMPLIO Y SUFICIENTE.pdf
123K

certificado de existencia y representación legal de colfondos y protección.pdf
5177K

anexos María Patricia Hernández.pdf
13420K

https://mail.google.com/mail/u/0/?ui=2&ik=1a8779b369&view=att&th=18acc716d8e3b0af&attid=0.1&disp=attd&realattid=f_lmyc3ecw1&safe=1&zw
https://mail.google.com/mail/u/0/?ui=2&ik=1a8779b369&view=att&th=18acc716d8e3b0af&attid=0.2&disp=attd&realattid=f_lmyc3ed73&safe=1&zw
https://mail.google.com/mail/u/0/?ui=2&ik=1a8779b369&view=att&th=18acc716d8e3b0af&attid=0.3&disp=attd&realattid=f_lmyc3ed12&safe=1&zw
https://mail.google.com/mail/u/0/?ui=2&ik=1a8779b369&view=att&th=18acc716d8e3b0af&attid=0.4&disp=attd&realattid=f_lmyc3ecj0&safe=1&zw
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César Fabián Fernández Cárdenas 12:51 (hace 3
horas)para mí

SEÑOR:
JUEZ LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. (R)
E.S.D.
 
REF.  PODER ESPECIAL PARA TRAMITAR PROCESO ORDINARIO LABORAL
DE PRIMERA INSTANCIA DE MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA EN
CONTRA DE COLPENSIONES Y PROTECCIÓN-.
 
Yo, MARÍA PATRICIA HERNÁNDEZ ARANA, identificada con c. c. n. °
41745256, expedida en Bogotá, D.C., domiciliada en esta ciudad, actuando
en nombre propio, mediante el presente escrito, confiero poder especial a
CÉSAR FABIÁN FERNÁNDEZ CÁRDENAS, identificado con c. c. n.°
1019092544, expedida en Bogotá, D.C., portador de la tarjeta profesional de
abogado n.° 280435, expedida por el C. S. de la J., para que promueva
Proceso Ordinario Laboral de Primera Instancia en contra de la
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES-,
identificada con nit n.° 900336004-7 representada legalmente por JUAN
MIGUEL VILLA LORA, identificado con c. c. n.° 12435765 o quien haga sus
veces, domiciliado en Bogotá, D.C., de la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE
FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN, identificada con nit
n.° 800.138.188-1, representada legalmente por JUAN DAVID CORREA
SOLÓRZANO o quien haga sus veces, y en contra de la sociedad
administradora de fondo de pensiones COLFONDOS SAS PENSIONES Y
CESANTÍAS 800149496-2, representada legalmente por Marcela Giraldo
García o quien haga sus veces, con el objeto de procurar que se declare la
ineficacia o nulidad del traslado efectuado del régimen de prima media con
prestación definida (RPM) al de ahorro individual con solidaridad (RAIS), se
condene al reconocimiento y pago de la pensión por vejez desde que cumplí
los requisitos de conformidad con el RPM, junto con el retroactivo causado,
los intereses moratorios del Art. 141 de la ley 100 de 1993 y/o la indexación
a que hubiere lugar y las costas del proceso, por cuanto, el traslado estuvo
viciado ante la falta de información sobre las consecuencias que este
acarreaba, y, en consecuencia, se condene a Colpensiones (o quien haga sus
veces) a recibir los recursos provenientes de la cuenta de ahorro individual
junto con los rendimientos para que se pueda reconocer la pensión en este
régimen, igualmente, para que se ordene a Protección SA a devolver a la
administradora del régimen de prima media el capital ahorrado, junto con los

César Fabián Fernández Cárdenas <cesarfabian504@gmail.com>

PODER ESPECIAL AMPLIO Y SUFICIENTE
Patricia Hernandez <patycoher12@gmail.com> 6 de septiembre de 2023, 16:01
Para: César Fabián Fernández Cárdenas <cesarfabian504@gmail.com>

PODER ESPECIAL Recibidos
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rendimientos, los cobros que hubiese efectuado por administración y los
deterioros que haya sufrido el capital ahorrado y se declare que las mesadas
que he recibido ha sido de buena fe-. Así mismo, lo faculto subsidiariamente
para que solicite la condena al pago por la indemnización plena y ordinaria
de perjuicios (patrimoniales y extrapatrimoniales) en atención a que mi
mesada se redujo significativamente ante la falta de información del fondo al
momento del traslado, lo que implicó la pérdida del derecho al régimen de
transición contemplado en el Art. 36 de la ley 100 de 1993, junto con los
intereses, indemnizaciones e indexaciones a que hubiere lugar en los
términos de ley y mesadas adicionales-.
 
Mi apoderado queda facultado diligenciar, recibir, conciliar, transigir,
desistir, renunciar, sustituir, reasumir, interponer recursos ordinarios y
extraordinarios, solicitar nulidades y, en general, todas las facultades
relacionadas en el Art. 77 del Código General del Proceso.

Sin otro particular,

Cordialmente,

 
________________________________
María Patricia Hernández Arana
c. c. n.° 41745256, expedida en Bogotá, D.C.
correo electrónico: patycoher12@gmail.com
 
 

Acepto,

 

__________________________________
César Fabián Fernández Cárdenas
c. c. n.° 1019092544, expedida en Bogotá, D.C.
t. p. n.° 280435, expedida por el C. S. de la J.  
correo electrónico: cesarfabian504@gmail.com

Responder Reenviar
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